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Considerando:
Primero.-Qu6 la. presente cuesti6!l de competencia, ha sur

gido entre el Delegado de Hacienda d~ A~icante y el Juez
de Instrucción número dos pe Elche con motIvo de un auto de
éste dictado en ·180 ejecución de úna se~tencia penal, por el
cuaÍ Se requirió al Fondo Nacional de Garantía. de Riesgos de
la Circulación para que hiciese efectiva una indemnización, y
se constituyó u'). embargo para ello sobre bienes del Fondo, lo
que ha sido causa de que el Delegado de Hacienda haya formu
lado requerimiento de inhibición al Juez para que se abstenga
eii lo relativo a la responsabilidad económica de dicho Fondo '?
para que deje sin efecto el embargo; y que ante tal requen~
mie'J.to el Juez ha manifestado que ha quedado demostrado en
autos que por el Fondo se han cumplido ya sus obligaciones
dentro de la cuantía .marcada legalmente a sus responsabili
dades, por lo que procede dejar sin efecto lo acor.dado en el re
ferido au'to, así como el embargo constituído, como habrá de
hacer cuando le sea posible procesalmente al leva'1tars.e la sus
pensión del procedimiento impuesta por la pendenCIa de la
tramitación'de la cuestión de competencia.

Segundo.-~Queen lo dicho se advierte que ha quedado ya si'l
contenido la cuestión de competencia planteada, puesto que el
Juez requerido, aunque haya firmado su propia competencia dis
cutida ha declarado que da por términadas las actuaciones
relativ'as al Fondo Nacio'Jal de Garantía de Riesgos de la Cir
culación y sólo ,espera para dar efectividad a tal declaración
a que los autos vuelvan a su poder. La ejecución ya ha quedado,
pues, llevada a cabo, con lo que no existe en la actualidad up
asunto en que esté conocie'Jdo el Juez sobre el queconstrUlr
la cuestión de competencia, ya que el que había ha quedado
resuelto por el t:nismo y precisamente en los límites de cuantía
mantenidos por la Administración, aU'J.que lo .haya hecho dentro
de su propia actuación judicial y sin remItirse a la compe·
tencia administrativa. Como el organismQ administrativo ha
cumplido ya la obligación que se le reclamaba, ihcluso por el
pago el'ectivo, no resulta necesario dec.idir un conflicto jurisdic
cional que ha quedado sin base concreta de hecho a que estar
referido. Lo que procede es que vuelvan al Juez de Instrucción
número dos de Elche sus actuaciones para que dé efectividad
en ellas a su ultima decisión, dei ando sin efecto su auto de ocho
de :loviembre de mil novecientos setenta y dos y el embargo
de los bienes del Fondo Nacional

De conformidad con lo consultado por ·la Comisión Perma~

nente del Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo
de M\-'1istros en su reunión del día diecinueve de julío de mil
noveClento_, setenta y cuatro, .

Vengo a resolver que no existe en la actualidad cuestión
de competencia en este caso y que no ha lugar, por lo tanto, a
decidirla,

Así 10 dh-mlngo por el presente Decreto, dado en Madrid
a nueve de agosto de mil novecientos setenta y cuatro.

JUAN CARLOS DE BaRBaN
PJ1INC¡PE DE ESPANA

El ProJsidcnto del GobÍ'::,rno,
CARLOS ARIAS NAVARRO

DECRETO 2545/l974, de 9 de a,Gosto, por el, que se
resuelve la. cuestión de competencia surgida entre
la Delegación de Hacienda de Alicante y el Juzga
do número 2 de Elche, sobre indemnización a cargo
del Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la
Circulación.

En el expediente y autos de la cuestión de competencia sur
gida entre la Delegación de Hacienda de AHcante y el Juzgado
do Instrucción numero dos de Elche. .

Uno. Resultando que, polo sentencia de cuatro de mayo de
mil novecientos setenta y dos, el Juez de Instrucción del Juz
gado número dos de Elche condenó a don David Barberá Te·
rrés como responsable de un delito de imprudencia con infrac~

ción de reglamentos, imponiéndole determinada pena y la obli
gación de indemnizara don Joaquín Martínez Frías en la suma
de veintici::1co mil doscientas pesetas; en la sentencia se declara
probado que el día diez de febrero de mil novecientos setenta
qon David Barbará Terrés conducía -:-sin hallarse en posesión
efel correspondiente permiso- el turismo marca ..Riley. matrí
cula M-doscientos ochenta y CUa..tLO mil seiscientos noventa y
tres que no tenía concertado el seguro obligatorio y, al llegar al
kilómetro ocho de la carretera de Elche a Dolores, por cir~

cular de fotnia descuidada y sin prestar la debida' atención a la
via, se salió de la calzada, empotrándose contra una palmera, a
consecuencia de lo cual se produjeron lesiones a don Joaquin
Martínez Frías, que tardaron en curar ochenta y cuatro dias.

Dos. Resultando que,firme la anterior sentencia y despren
diéndose de la pieza de responsabilidad civil la insolvencia del
penado. el Juzgado dicto auto de veintiuno de se';>tiembre de
mil novecientos s~tenta y dos, ordenando que se requiriese al
Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la Circulación para
que, en el plazo de diez días, hiciese efectivas la.s veinticinco
mil doscientas pesetas fijadas como imiertliIización;

Tres. Resultando que, en cumplimiento del auto mencionado
antes, el Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la Circula.·
ción fué requerido de pago el día diez, de octubre de mil nove·
cientos setenta y dos en la person~ de don Lorenzo Martfnez
Fresneda Barrera, quien manifestó que la cantidad por la que.

, se le- requería sería remitida directamente al Juzgado exhor-
tante; ,

Cuatro. ResuJt.ando que, no obsta.nte la anterior manifesta·
ción, el Fondo Nacional ue. Garantía no efectuó el pago para el
que fué requerido y, tras dos recordatorios del Juzgado por pro
videnCia de .treinta de noviembre de mil novecientos setenta y
dos y diecisiete de enero de mil novecientos setenta y tres se
limitó a errviar oficio da veinticinco de enero de mil novecien
tos setenta y tres, finnado por el Director del Fondo, a la vis
ta de un informe emitido por su Ase"'.oría Jurídica, en el que en
tendía que no era posible atender el requerimiento formulado:

Cinco, Resultando que el Juzgado, por providencia de ocho
de marzo de mil novecientos s.etenta y tres, de acuerdo con el
informe del Ministerio FiscaL ordenó que se efectuase un nuevo
requerimiento al Fondo de Gar.untía para que hiciese efectivo el
importe de la indem,nizacü?n ~n el.plazo de die~ p.í~~ Y•. trans
currido que fuese dICho termIno sm presentar Justiflcaclón de
haber efectuado el 'Pago, se procediese por vía de apremio;

Seis. Resultando que, requerido de nuevo el Fondo Nacional
de Garantia el nueve de abril de mil novecientos setenta y tres,
transcurrió .el término concedido sin efectuar el pago. por lo
que el Juzgado ordeJ;1ó el embargo de- bienes suficientes para
cubrir el importe de la indemnización füada;

Siete. Resultando que, con fecha veint.ocho de mayo de mil
novecientos setenta y tres, el Agente judicial, en cumplimiento
de exhorto, se personó en el domicilio del Fondo Nacional de
Garantía, en Madrid, entendiéndose la diligencia de embargo
con su Director den Manuel Suárez-Inclán Rodríguez. quien se
opuso al pago por considerar improcedente el requerimiento y
además por sobrepasar la cantidad· reclamada los lfruites de
indemnización establecidos, para el seguro obligatorio, El Direc·
tor del Fondo indicó que ponía a disposición del Juzgado la
cantidad que administrativamehte Sé estimaba procedente que,
a su juicio, era de dieciséis mil ochocientas pesetas, señaland.o
a los efectos del embargo el depósito existente en las oficinas
centrales del Banco de España a nombre de «Fondo Nacional de
Garantía de Riesgos de la .Circulación-, depósito constituido a
efectos del artículo noveno, apartado primero del Decreto-ley
de tres de octubre de mil noveci.ehtos sssenta y cuatro, estable.
cido por Decreto número cuatro mil trescientos uno/mil nove~
cientos sesenta y c;uatro de veinticuatro de diciembre. El Agen·
te judicial trabó de embargo hasta la totalidad de la cantidad
reclamada, cantidad que luego fué retenida por el Banco de
España, según oficio de v-eintitrés de junio de mil novecientos
setenta y tres;

Ocho. Resultando que el uno de junio de mil novecientos se
tenta y tres compareció ante el Juzgado el Delegado del Fondo
de Garantía en Alicante, don José María Bonastre Hernandez,
al objeto de hacer·' entrega de la suma de dieciséis mil ochQcien·
tas pesetas ofrecida, por medio de talón bancario, con el fin
d ~ indenvlizar al perjudicado, don Joaquín Martínez Frías;

Nueve. Resultando que, a la vista del pago efectuado por
el Fondo, el Juzgado, por providencia de uno de junio de mil
novecientos setenta y {.res, ordenó que se redujese el embargo a
la cifra de ocho mil cuatrocientas pesetas;

Diez. Resultando que, por providencia del Juzgado de fecha;
quince de junio de mil novecientos setenta y tres, se 'ordenó li~
brar nuevo exhcrto para que se requirwse al Fondo Nacional da
Garantía a fin de que pagase la cantidad restante de ocho mil
cuatrocientas pesetas, baJO apercibimiento de seguir la vía de
apremio;

Once. Resultando que, con fecha siete de .septiembre de mil
novecientos setenta y tres, el Delegado de HB:cienda de Alicante,
';lOr Orden del Director general de lo Contencioso del Estado y
previo informe del Abogado del Estado, requirió de. inhibición
al Juzgado de InstrucciÓn numero 2 de Elche para que se abs·
tuviese de seguir tramitando la ejecución de la sentencia de
cuatro de mayo de mil novecientos setenta y dos en lo concer~

niente a la responsabilidad económica señalada contra el Fondo
Nacional de Garantía de Riesgos de la Circulación y al efecto
de que conociera de ella los órganos administrativos de dicho
Fondo Nacional, igual.mente le requería para que dejase sin.
efecto el embargo trabado contra el Fondo de Garantía por el
depósito constituido en el Banco de España, levantando el mis·
mo y absteniéndose en todo de la ejecución de la sentencia. en
cuantó a los extremos antés referidos~ en el requerimiento.
después d.e razonar la procedencia y corrección da planteamien
to de la cuestión de com¡jetencia, señala que de acuerdo con los
Decretos -resolutorios tl~ competencias de veintiuno de julio y
dieciocho de agosto de mil novecientos setenta y dos, el Fondo
Nacional de Garantía no ha podido ser condenado por la sen~
tencia del Juzgado, al no haber sido parte en el procedimiento
penal y que, de haberse producido)a condena, se h~b:iera infrin~

gido el principio general del derecho de que nadIe puede ser
condentl-do sin ser oído; que el Fondo, por 'otro lado. no podIa
ser parte en el proceso en virtud de lo dispuesto $ln la preven
ción quinta del artículo setecientos ochenta y cuatro de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal reformado por la Ley de ocho de
abril de·mil novecientos s~'sen.(,a y siete. En el requerimiento se
señalaba además que la respous·abilidad pecuniaria del Fondo
sólo podía alcanzar hasta el limité del Seguro Obligatorio y el
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artículo veintitrés del Reglamento de ese seguro, al establecer
el tope .cuantitativo en la reparación de dañas corporales, pre
viene en su apartado primero una pensión de asistencia perso
nal y familiar cuando· el Juéz' así lo acuerde hasta doscientas
pesetas diarias, de donde la cifra máxima a pagar por, el Fon
do de Garantia. era las dieciséis mil ochocientas pesetas' ya
abonadas, por los ochenta y cuatro días que tardaron en curar
las 18sion85_; . _
- Doce Resultando que, recibido el oficio inhibitorio. el Juez
requerido ordenó la suspensión del procedimiento y, de acuer
do con lo informado por el Ministerio Fiscal y alegado por la
representación delresponsabje civil, dictó auto de veintisiete
de octubre de mil novecientos setenta y tres 'por .el que mantuvo
su competencia y no· accedió al requerimiento de inhibición;
entendía el Juez que l~ AdminisLraci6n PúbIlca care,ce de com
petencia para resolver sobre el pago de indemnizaciones a car
go del Fondo Nacional de Garantía; qu.e' la sentencia que se' eje
cutaba era firme, y el propio' Fondo la habia cumplido parcial
mente, lo que indicaba su conformidad con ella, discutiéndose
sólo la amplitud del mismo fallo; que la ejecución de la sen
tencia compete exclusiv&ffionte a la autoridad judicial; que no
S8 ha infringido el prIncipio de que nadie puede ser condenado
sin ser oído, ya que el Fondo Nacional de Garantia no habia si
do condenado sino que lo único que s.e hizo fué _someterle a la
propia función aseguradora que le incumbía sin qU8 exista pre~

cepto alguno por el cual el Fondo no deba pagar sin haber sido
oído; que respectd'do la cuantía de la indemnización, hay que 'fi
jarse en los límites ~fianzatorios del prD'pio seguro obligatorio
que no vienen estabItcidos ,de una forma fija, expresamente, por
10 que no puede llegarse a la conclusión de que cada día de le~
sión suponga una indemnización de doscientas pesetas, ya que
esa cantidad se debe aplicar en el caso de que el Juez opte por
fijar una pensión, facultad 'que el Tribunal Penal puede ejercitar
o no ejercitar durante la curación del lesionado, pero sin 'que su
ponga esa, cantidad· diaria el tope máximo del seguro, que es
de trescientas mil pesetas para los supuestos de muerte o aque~
110s de pensión por lesi{ln de gran duración, o el de doscientas
mil pesetas que es exclusivo para las 'lesiones en todo supuesto,
cuando nd se' han decretado pensiones, temporales;

Trece. Resultando que, remitidas las actuaciones por el Juz
gado y la Delegación, a la Presidencia del Gobierno, fué consul~

taaa el veintinueve de febrero de mil novecientos setenta y cua.·
tro la Comisión Permanente del Consejo do Estado;

I. Ley de diecisiete de ;ulio de mi! novedentos cuarenta y
ocho sobre conflictos fUl'isdiccionnles'

Artículo noveno:

•Sólo las autoridades y Tribunales expresados en los dos ar
ticulos anteriores podrán' promover las cuestiones de competen
cia a que se refieren y únicamente las suscitarán para reclamm
el conocimiento' de los negocios que, por virtud de disposición ex
presa, corresponda ent.ender, bien a ellos mismos, bien a la'o
autoridades, Tribunales o .Jueces que de ellos dependan, bieE
8 la Adminü~tración .Pública en los respectivos Ramos 'que las
primeras representan.. .

Artículo trece:

.N~ podrán Buscitarse cuestiones de competencia a los Jue-
ces y Tribunales de todos los órdenes: .

Al En los asuntos judiciales fenecidos por sentencia firme,
con la 'única excepción de que la cuestión: previa recayere so
bre el proceso mismo de ejGcución del fallo.~

Artículo quince:

.Excepto en los juiCios criminales, no será lícito a las auto
ridades administrativas invocar como fundamento de la inhibi
toria cuestiones previas de ninguna especie. Cuando en tales jui
cios las invo,quen. deberán forzosamente concretar en su re
querimiento los términos de dicha cuestión y citar literalmente
el texto o textos que la amparen." '

.n. Ley provisional sobre Organización del Poder Judicíal de
quince de septiembre de míl ochocientos setenta.

Articulo segundo:

...La potestad de apli€a.r las Leyes en los juicios civiles cri
mmales, juzgando y haciendo ejecutar 10 juzgado, corresponderá
exclusivambnte El- los Jueces y Tribunales.»

Articulo tercero:

.Los Jueces y TribunaIesno ejercerán más funcionos que las
expresadas en el artículo anterior y las que 'esta 'Ley u ótras
les señalen expresamente.»

Artículo cuarto:

-Por cons~cuencia de 10 ordenado en el artículo que· precede,
no podrán les Jueces ni los Tribunales mezclarse directa
ni indirectamente en asuntos peculiares a la Administración del
Estado, ni dictar reglas o disposiciones de carácter general acer~
ca de la aplicación o interpretación de las Leyes,..

nI. Text{l refundidio de la Ley ciento veintidós/mil nove
cientos seseT}ta y dos de veinticuatro de 'diciembre, sobre uso :ti
circulación de "ehiculos de motor, aprobado por Decreto de
veintiuno de marzo de mil novecientos sesenta.:tI ocho,

Artículo séptimo:
~Constitución.~AdBcritoal Ministerio de Hacienda funciona~

i'Ú como organisn1.o autónomo, inclu:í,P.o en el articulo segundo de
la Ley de veintiséis de diciembre de mIl novecientos cincuenta, y
ocho, un Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la Circula
ción, con autonomía patrimonial y contable, para- cubrir la res~

ponsabilidad civil. de los conductores de vehículos de motor. de..
rivada- de hechos que hayan producido muert»a, incapacidades o
le$iones, en los casos en que el vehiculo o 'el conductor causan~

te de aquéllos sean desconocidos o en que, Siendo conocidos,
aquél no esté aseguraao y, en general, cuanda nq se produzca la
asistencia o indemnización por los medios previstos en 108 ar
ticulos' a.nteriores.

El Fondo de Garantía podrá repetir en los mismos casos se
Balados en el artículo anterior y, en su caso, contra el asegu
raJar.»

Artículo sexto:

.?a.cultad de repeticiófl.---':El ,asegurador, una vez efectuado el
page, podrá repetir:

~ hl Contra el tercero causante de los daños y perjuicios.
bl Contra el asegurado por caw¡l).s derivadas del contrato de

segmo. ..
el En cualquier otro supuesto en que también proceda la re

p¿.'¿[ción con arrflglo a las Leyes ...

Articulo cuarto:

.Acdones.-Para exigir el cumplimiento de la obijgación de
indemnizar, el perjudicado o sus herederos tendrán acción di
recta contra el ásegurador del vehículo que ha producido el
dano, hasta el límite del seguro oblIgatorio, sin perjp.icio de las
demás acciones que les correspondan...

"IV. Ley de veintiSéis· de diciembre de mil novecientos cir¡.,
cuenta y ocho sobre Régimen Jurídico de las Entidades Esta,·
tales AutónOmas.

Artfculo trece:

..Las obligaciones contraídas por les Organismos Autónomos
no podrá,n ser exigidas pGr el procedimiento de apremio, ex
cepción hecha 'de los créditos liquidados a favor de la Hacienda
pública y de los asegurados con prenda o hipoteca, En su conse
cuencia, el cumpJ.imiento de las resoluciones firmes d"e toda cla
se de autoridades y' TribunaJesde las que se deriven responsabi~

lidades y obligaciones económicas a cargo de dichos. Organis..
mos, corresponderá exclusivamente a éstos, los cuales acorda
rán y efectuarán el pago mediante la habilitación del correspon·
diente crédito en sus presupuestos.»

V.Decreto-ley de tres. de octubre de n',il novecientos sesenta
y, cuatro sobre Organización del Fondo Nacional de Garantía
de Riesgos de la Circulación.

Artículo noveno:
·Uno. En las cuestiones no sujetas a Derecho administra

tivo, el Fondo Nacional de Garantía quedará' sometido a las
normas de DC'rechocomún, con. plena capacidad procesal, en la
forma misma y con los, requ,isitos establecidos a este respecto
por los Organismos Autónomos en la Ley de veintiséis de di
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, con las siguientes
especialidades:

a) Podrán exigirse por via judicial de apremio la efectivi
dad de fas obligacione~ de- pago que se impongan al Fondo
Nacional de Garantía en apiicación de la Ley ciento veintidós/
mil novecientos sesenta y dos, de veinticuatro de diciembre, so
bre Uso y Circulación- d~ Vehículos de Motor; dentro de la: cuan
tía máxima que reglamentariamente Se determine y exc1usiva~

mente sobre lOS bienes que el mismo dedique a efecto, especial
mente a la.s coberturas de los riesgos de qua responda. Las
normas para la determinación de estas bienes se dictaran por
el Gobierno mediante Decreto acordado en Consejo de MInistros
a propuesta del de Hacienda,

bl Todo requerimiento iudicial o extrajudicial que haya de
hacerse al Fondo sobre entrega de cantidad o afianzamiento
deJ::rerá efectüarte en sus oficinas centrales o en las de sus Dele
gaciones reg'onales, y aqu~l dispondrá para atenderlo de un
plazo de diez djas a contar desde la entrada del requerimiento
en el Registro, a. no ser que la Ley estableciese para tal sU'pues·
to otro plazo mayor,

VI. Reglamento del Fondo Nacional de Garantía de Riesgos
de la Circulación, aprobado, por Decreto de once ck .octubre de
mil novecientos sesenta- y s!ete.

Artículo treinta y nueve:
.Todo requerimiento judicial 'o· extrajudicial que haya de ha

cerse al Fondo' sobre entrega de cantiliiiad o afianzamiento de
berá efect1.1.ars.6 en sus ofi.cina,s centrales o en las de sus ..Dele·
gaciones Regiollf.!.les, y aquél dispondrá para atenderlo de un pla~
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zo de diez días, a cóntar 'desde la entrada del requerJmiento en
el Registro, a no ser que la Ley estableciese para tal supuesto
otro plazo mayor,.

Artículo cuarenta:
..La efectividad de las obligaciones de pago o' de entrega de

cantidad que se impongan al Fondo en aplicación de la Ley de
Uso y Citculación de Vehículos de Motor, podrá ser exigh:la por
la vía iudicial de apremio, exclusivamente sobre los bienes afec·
tos a este fin por el Decreto ctlateo mil trescientos. uno/mil no
veciento~ sesenta y cuatro, de veinticuatro de diciembre. o por
otras disposiciones 60bre la materia."

VII. Ley de Enjuiciamiento Criminal modificada por la Ley
tres de ocho de abril de mil novecientos sesenta y siete.

Artículo setecientos ochenta y cuatro:
..Regla quinta.-Párrafo segundo; En los supuestos en que las

responsabilidades civiles estén total o parcialmente cubiertas
par el régimen del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil
derivada del uso y circulación de vehículos de motor, se re~

quel1irá a 1ft Entidad aseguradora o al Fondo Nacional de Ga
rantía, en su ca~o, para que, hasta el límite del S€guro Obli
gatorio, afiance aqué¡las.Si la fililnza exigida fuera superior
al expresado límite el responsable directo o subsidiario vendrá
obligado a prestar fianza o aval por la diferencia, procedién
dose en otro- CGlSO al embargo de sus bienes.

En ningún caso y por concepto alguno la intervención en el
proceso de tales Entidades, bancos o banqueros podrá ser otra
expresamente establecida en el párrafo anterior.•

V/U. Reglamento del Seguro Obligatorio de Responsabilidad
Civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor, apj'o~
bado por Decreto tres mil setecientos ochenta y siete, de dieci-'
nueve de noviembre de mil ncvecientos sesenta y siete, y mo

. difícado por Decreto mil ciento noventa y nueve, de seis de ma
yo de mil novecientos sesenta y cinco.

Artículo veintitrés:
"Uno. El cert.ifil::ado de seguro cubre la reparación de los

daños corporales producidos como consecue,lCia de cada uno de
los hechos de la circulación, dentro de las' siguientes condiciones
y límites máximos por perf'Oiltl.:

a) La total asistencia médica y hospitalaria. si ésta 'se pro*
duce en uno' de los centros sanitaorios reconocidos por el Fondo
da Garantía: o hasta un máximo de treinta mil ~esetag. para sa
tisfe.cer conjunta y proporcionalmente ,dichos gastos si no se
utilizan tales centros. .

bJ La pensión de asistencia personal y faniilfar cuando el
Juez así lo acuerde, de conformidad con lo dispuesto en' los
artículos veintiuno y ,cincuenta y dos qe la Ley de Uso y Circu
lación de Vehiculos de Mot.or, hasta doscientas pesetas diarias.

cl Una indemnización máxima de doscientas mil Ipesetas
cuando r.esulte incapacidad, permanente, determipAda según la
naturaleza de ia misma

La muerte o la gran invalidez sobrevenidas dentro del año
siguiente y como consecuencia del mismo hecho que determinó
la incapacidad, dará lugar al complemento de percepción,

dJ Una indemnización' máxima· de trescientas mil pesetas
cuando se produzca gran invalidez o muerte.

Dos, Las prestaciones del apartado al y las indemnizaciones
establecidas en este artículo son compatibles entre sí, deducién
dose del. importe de la indemnización que corresponda las can·
tidades percibidas al amparo del apartado bJ.»

IX. Decretos' Resolutorios de Comoetencias de veintiuno de
;ulío y díeciocho de agosto de mil novecientos setenta y d08.

Uno. Considerando que la presente .cuestión de competencia.
ha surgido entre la Delegación de Hacienda de Alicante y e}
Juzgado de Instrucción número dos de· Elche, al requerir ia pri
mera al segundo para que se abstuviese de seguir tramitando 1&
ejecución de la sentencia del Juzgado de fecha cuatro de mayo
de mil novecientos setenta V dos en 10 que concierne a la 1'8S
)lonsabilidad económica señalada contra el Fondo Nacional de
Garantía: de Riesgos de la Circulación y al efecto de que cono
ciesen de "ella los órganos administrativos de dicho Fondo, así
c~)lno para que dejase sin efecto el embargo tr&.bado contra. el
citado. Fondo sobre el depósito constituído a su nombre en el
Banco de España; . .

D,?s. Considerando que en el requerimiento de inhibición no
Se dIscute la competenCia del Juzgado para enjuiciar la tras

. cendencia jurídico-penal de los actos productores de! accülehte
por parte del conductor del vehículo ni la realidatl de los da.fi03
producidos, así como tampoco- para entender acreditada la fá)·
ta d.el seguro obligatorio y la insolyencia del resÍ)onsable d('1 Oli
fio. El punto de vista de la Delegación :requirente se _centra. más*
bien en los siguientes extremos:

al Considera, en primer lugar, qUe el Fondo Nacional de Ga·
rantía no ha podido ser conaenado por la sentencia del Juzgado
a~ no haber sido parte en el procedimiento y que si se enten·
dl€se condenado, habria resultado infringido el principio gene·
ralo del derecho segúll. el cual nadie :puede ser condenado sin ser
oído.

bl En segundo lugar, niega la Delegación que quepa eiecu
tar la sent.encia por vía de apremio contra el Fondo Nacional y

reclama el conocimiento de la ejecución por parte de dicho
Fondo.

cl Por, último, niega que la ·cuantía que, en su caso, deba.
pagar el Fondo Nacional pueda_ exceder de la cifra de dieci
séis mil ochocientas pesetas, a diferencia del Ju'zgado, que se·
i'ialó una cífra de veinticinco mil doscientas pesetas;

Tres. Considerando que el Fondo Nacional de Garantía de
Riesgos de le. Circulación. según el artículo séptimo del Texto Re~

fundido de la Ley de veinticuatro de diciembre de .mil nove*
cientos sesenta y dos, aprobado por Decreto de veintiuno de
marzo de mil novecientos sesenta y ocho, tiene, entre otras fina·
lidades, la de cubrir la responsabilidad civil de 'los conductores
de vehículos d-a. motor derivada de hechos que hayan producido
lesiones, en el supuesto de que el

J
vehículo no esté asegurado,

estableciéndose como regla generar que el Fondo de Garantía
cubre, dentro de ciertos límites, la rC5ponsabihdadcivil de los
conductores de vehículos de motor cuando no se produzca asis
tencia o indemnización por parte del conductor del vehículo res*
ponsable o de su asegurador obligatorio, de donde se deduce el
propósito legal básico de que' las víctimas de un acddente de.
circulación no queden en situación de des&.mpB,ro, aun en el
supuesto de que el vehiculo causante del accidente no esté ase~
gurado y resulte insolvente 1'k persona responsable del oaño;

Cuatro. Considerando que, en relación con la concreta cues~

tión: de si el Fondo Nacional dé Carantia debe o no debe ser par
te en este tipo de procesos~ esta jurisdicCión de conflictos ~or

su propia naturaleza sólo puede pronunciarse sobre quien S'3B. la
autoridad compet.ente para resolver este problema, pero.' sin
enjuiCiar en ningún sentido la resolución que la autoridad com*
petente ,pueda adoptar en definitiva sobre este tema. Desde esta
perspectiva resulta indiscutible qUe la_ <;uestión en si misma no
es administrativa, ni. tiene competencia para ""enjuiciarla la Ad~

ministración, y sí los 'Jueces y Tribunales de Justicia, y ello no
sólo por la apariencia procesal del planteamiento de la cuestión
-quien debE¡ sE"r o no ser parte en un procéso....l.. sino también por
el transfoncio sUf>tantivo del problema referente a si el Fou.do
Nacional de Garantía _actúa o no como un fiador ·.ex lege», 10
que vuelve a revestir trascendencia procesal al suscitarse el tema
conexo de si el Fondo debe ser expresamente condenado pará
que se le pueda exigir la responsabilidad civil que cubre. o si
esta condena expresa no puede dictarse precisamente por: no ser
parte el Fondo de Garantía en el proceso. ,La. resolución de estas
,cuestiones podrá discutirse si debe ir en únau otra dirección,
siendo notorio que la complejidad del tema ha dado pie a pro*
nuncíamientos no siempre coincident-ss del Tribunal Supremo y
también de esta misma Jurisdicción, como .es el caso del De
creto resolutorio número _dos mil qllinientos set~nta y uno {ci~

ta.do en los Vistos) de veintiuno de julio de mil novecientos se
tenta y dos, en el que se inclinó precisamen te por una dete-rmi-.
nada línea argumental ~de las varias sostenidas por. dicho Alto
TribunaL No obstante, una más det€nida consideración del pro~
bIerna planteado donde la estricta perspectiva de una cuestión
de competencia permite y aconseia no descender al examen de
los argumentos ·de· fondo· que en lino u otro sentido se han ma·
nejado para resolver las cuestiones referidas, puesto basta como
probar que todas ellas caen dentro de la esfera de competencia
y enjuiciamiento de-la Justicia., sin que la Administración ;pue*
da alegar, CDmo de hecho no alega en su requerimiento. nin4
guna disposición expresa que le atribuyaelconocirniento de ta~

les cUfl"tiones, con exclusión de los Tribunales, (tue es lo que
tendría que haber hecho para quepudies6 prosperar el reque
rimi8nto de inhibición, a tenor de lo dispuesto en el artículo no~
Vene de la Ley de esta Jurisdicción;

Cinco. Considerando que. siendo competencia judicial tanto
la de _establecer si el Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de
la Circulación debe ser o no debe ser 'parte en los procesos pe_
nales aqui contemplados, como la de señalar si, en definitiva, el
Fondo debe o· no ser condenado expresamente en el ·fallo. para
que puedan ser hechas efectivas las responsabilidades que CU4
bre, resulta evidente 'que la discllsión sobre el acierto o desacie,r*
to de un determinado pronunciamiento judicial sobre esta 'ma
teria sóro puede promoverse en el ámbito mismo de 'la jurisdic
Ción competente: que es'-lo que debió hacer el Fondo Nacional
si estimaba tealmente contrario a derecho el requerimiento de
pago que se le dirigi6 como consecuencia del auto de veintiuno
de septiembre de mil novecientos setenta:y dos. Pero·"rlo sola·
mente no impup;nó tal auto, sino que, según consta en el Resul
tando tercero de este Decreto, manif8stó que la cantidad recla·
mada en ejecución de sentencia seria remitida directamente por
el propio Fondo Nacional al Juzgado de Instrucción número dos
de Elche;

Seis. Considerando que, al-permitir el Fondo que dicho auto
adquiriese firmeza y siendo también competencia indj.scutible del
Juez o Tribunal hacer ejecutar lo iuzgado, según el artículo se
gundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial, hay qtl.e exami~
nar si la ejecución determinó una intromisión de los Tribunales
en los asuntos peculiares de .Ia Administración, o si, al menos,
se alega y existe concretamente una cuestión de naturaleza nO
judicial que deba decidir la Administración con carácter previo
a la ejecución del fallo:

Siete. Considerando que, la ejecución judicial' induso por via
de apremio contra el Fondo Nacional de Garantía es jur~di~
camente posible, si se cumplen ciertos requisitos, ,sin que ello
suponga una intromi~ión de los JUeces· en asuntos pro¡tios de la.
Administración. En efecto, s~ bien es cierto que el Fondo Nac1o~
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na! de Garantía -:lB un Organismo autónomo de la Administra
ción adscrito al Ministerio de Hacienda y sin desconocer que,
según el artículo trece de la Ley de veintiséis de diciembre de
mil novecientos. cincuenta y ocho, regulador", de tales Organis
mos, las obligaciones contraídas por ellos no pueden ser exigidas
por el apremio judicial, no es.menoscierto que esta regla gene
ral quiebra parcialmente en el caso concreto del Fondo Nacional

-de GaranHa de Riesgos de la Circulación. En tal sentido, son de
recordar los preceptos contenidos en el artículo nueve, uno,
apartado al; del Decreto-ley de tres de octubre de mil t;lovecien
tos sesenta y cuatro, y el artículo cuarenta del Reglamento. de
once de octubre de mil novecientos sesenta y siete, que lo com~

plementa. Según ellos, la efectividad de las obligaciones de
pago (o de entrega de cantidad, como precisa el Reglamento)
que se impongal:l al Fondo Nacional de Garantía en aplicación·
de la Ley sobre Uso y Circulación de Vehículos de Motor, de
veinticuatro de diciembre de mil novecientos sesenta. y dos,
podrá exigirse por la vía judicial de apremio -10 dicen expre
samente los dos textos"- con lo qUe se elimina en estos casos la
prohibición de tal vía declarada paJ;:a los Organismos autónomos
en general. Sólo dos limitaciones se establl3cen para. esta. vía
judicial de apremio contra. el Fondo Nacional de Garantía, pero
ninguna de ellas afeota a la competencia, sino únicamente a la
cUantía. (que nopodra. exceder del máximo que reglamentaria
mente se determine) y a los' ·bienes sobre los que ha de diri
girse (exclusivamente los qUe hayan sido fijados por el Go
bierno comQ ,afectados al fin de la cobertura de los riesgos);'

Ocho. Considerando que, los bienes sobre los que ha recaí
do la, traba de embargo son justamente los afectados por el Go
biern~ ~l fin de la qobertura de riesgos, es .decir, el depósito
constItUIdo en el Banco de Espai'1a a efectos del artículo nueve,
apartado uno del Decreto-ley de ves de octubre de mil nove
cientos sesenta y cuatro antes citado. Y respecto de la cuantía
global sobre la que puede recaer la traba de embargo, el mismo
h.echo de qu:e el Banco de Espafta tomase nota de retención,
sm salvedad alguna, demuestra quena se había sobrepasado el
tope máximo global fijado reglamentariamente; '.

Nueve. Considerando qlie, en relación con el último de los
pxtremos planteados por la Delegación· de Hacienda en su re-.
querimiento sobre la cuantía que pueda ser exigida hay que te
ner en cuenta que la función de garantía del Fondo Nacional en
casos como el presente, se mueVe dentro de los límites del Se
guro Obligatorio, sin que el Fondo esté obligado a sobre'pasar di·
chos límites, no puedan exigirse tal cosa los Jueces y Tribunales,
pues se saldrían de la órbita de su ·competencia. En tal sentido.
los requerimiento,g., al Fondo Nacional que, según el artículo se
tecientos ochenta y cuatro, regla quinta, párrafo segundo dt:l
la Ley de- Enjuiciamiento Criminal, formulen los Jueces y Tri
bunales, sólo pueden llegar «hasta el límite del Seguro Ob1iga~
torio:>. Esta limitación es plenamente coherente con la función
que desempeña el Fondo en estos supuestos en que el vehículo
protagonista del accidente no está asegurado y en los que no
p.ueden pensarse qUe el Fondo quede sujeto a mayores obliga
CIOnes que el asegurador obligatorio, caso de' haber existido,
según se deduce ,del artículo cuatro del Decreto de veintiuno de
marzo de mil novecientos sesenta y' ocho ya citado;

Diez. Considerando que, según el artículo veintitrés del Re
glamento del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil -re
dacción aprobada por Decreto de seis de mayo de mil nove·
cientos sesenta y cinco- el certificado del seguro cubre (con
independencia de la asistencia médica y hospitalaria, que en
este caso no, Se discute) el importe hasta· doscientas pesetas
diarias de una ~ensión de asistencia personal y familiar, cuan·
do el Juez así lo acuerde, y una indemnización de hasta dos
cientas mil peseta'B para el supuesto en que resulte incapacidad
p.ermanente, det.erminada según la naturaleza de dicha incapa
CIdad; que a este respecto la sentencia firme del juzgado, dic·
fads el cuatro de mayo de mil novecientos setenta y dos, se li
mita a señalar, tanto en su último considerando coma en él fa
llo, que fija una indemnización de veintici'nco mil doscientas pe
Setas «por días de impedimento"" explicación que excluye sin
duda alguna la causa de «incapacidad permanente", como fun~

damento de la indemnización, que ew. la que tiene -para el
s~guro 'obligatorio- el límite de las doscientas mil pesetas.
SIendo esto así cabría sólo subsumir la indemnización fij ada
-atendien.do al propio fundamento que se da- en el importe
de la pe.nslón a?tT:ls mencionada, o bien concluir que no se pueda
subsumir en nmguna de las categorías lndemnizatotias previs
tas para el Seguro Obligatorio;

Once.. Considerando que, si bien es competencia 'privativa de
la. autOrIdad judicial la determinación de las indemnizaciones
que sea. procedente pagar a los perjudicados como consecuencia
~ daños dimanantes. d,e un accidente de .circulación, el ejerci·
CIO de esas. co:n:petenclas n9 se extien"de a imponer sin limitación
alguna obhgacIOnes de pago -exigibles par vía de apremio- al
Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la Circulación, ya que
el Foudo, tanto por la limitación de los medios adscritos a su
fun~ión (.que ya marcan un topo cuantitativo global respecto de
la eJecu~:lón por vía de apremio, como se ha visto) cuanto por
la neceSIdad de que esos medios adscritos al fin público alcancen
con su protección -siquiera parcial- a todos cuantos se en
cuentr~~ en l~s ~asos previstos por la Ley, tiene sólo una res
po~sabIhdad hmltada qUe coincide con los límites del seguro
obhgatorio, y esa limitación no encuentra su fundamento en el
derecho !privado, ~ino en el derecho administrativo;

Doce.. Considerando que asf planteado el problema pudo hs
berse suscitado por la Delegación requirente una cuestión previs
de índole administrativa, ·concretada a determinar cuál debiera
ser la aplicación e interpretación de las normas administrativas
reguladoras de la responsabilidad del Fondo en. cuanto señalan
que no excederá de los limites del Seguro Obligatorio, límites
que a estos exclusivos efectos pueden ser determinados par la
Administración -Fondo Nacional y. Ministerio de Hacienda
con eventual control ·contencioso-administrativo; pero esa posi
ble cuestión previa no ha sido planteada ni menos concretada en
los términos exigidos por el artículo quince, párrafo primero, de
la Ley de esta Jurisdicción, que debe resolver escuetamente la
pretensión o pretensiones contenidas en el petitum del requeri
miento de inhibición que, en este caso, va dirigido a alcanzar
que el Juzgado se abstenga de la ejecución de su sentencia en
todo lo relativo a la responsabHidad económica señalada contra
el Fondo' Nacional, ejecución que, según solicita el requirente,
habría de ser realizada ipor los órganos administrativos de di
cho Fondo Nacional, dejándose además sin efecto el embargo
trabado contra el mismo Fondo, pretensiones todas ellas que,
según &El, ha razonado, deben ser desestimadas y que en modo al~

guno son equiparables a unacuesti6n previa de orden adminis
trativo que hubiera permitido pronunciarse a la Administra~

ción en algún punto previo de su comjletencia, condicionando
de algún modo «el proceso mismo de ejecución del fallo:>, pero
nunca sustrayendo esa ejecución del ámbito de las atribuciones
del Juzgado; .

De conformidad con lo consul~ado por la Comisión Permanen·
te del Consejo de Estado y Previa daliberación del Consejo de
Ministros en su reunión celebrada el día diecinueve de julio de
mil novecientos setenta y cuatro,

Vengo el decidir la presente cuestión de competencia en fa
vor del Juzgado de Instrucción número dos de Elche .

Así. lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid a
nueve de agosto de mil novecientos setenta y cuatro..

JUAN CARLOS DE BORBON
PRINCIPE DE ESPAfJ'A

El Presidente del Gobierno,
CARroS ARIAS NAVARRO

MINISTERIO DE HACIENDA·
•

ORDEN de 15 de julio de 1974 por la que se,dispone
el cumplimiento de la sentenciO, del Tribunal SH~

premo, diCtada con fecha 15 de febrero de 1974 en
el recú¡:so contencioso-administrativo interpuesto
por don José Maria Subirá Blasi,

Ilnto~ Sr.: Visto el testimonia de la sentencia dictada en
15 de febrero de 1974 por la Saja 3," del Tribunal Supremo
en recurso contencioso-administrativo número 302.160 de 1973
interpuesto por don José María Subirá Blasi, contra resolución
dictada por el Ministerio de Hacienda el 23 de marzo de 1973
sobre denegación de admisión a trámite para construir una
Estación. de Servicio en San Antonio Abad (lbiza);

Ftesultando que concurren en este caso las circunstancias
previstas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre. de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución,en
sus propios términos, de la referida sentencia, cuya parte
disposittva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto contra la
resolución del Ministerio de Hacienda de fecha 23 de marzo
de 1973. debemos declarar y declaramos que la misma ·no es
conforme, a derecho,. por lo que procede anularla, ordenando
reponer el, expediente al momentoantelior a· aquel en que
fué admitida lacertificaci6n expedida por el Secretario del
Ayuntamiento de San Antonio Abad y presentada por «Petró
leos San Antonio, S. A.:>, para que una vez subsanada la falta
se continúe por los trámites legales. Sin' expresa condena en
costas.:>

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos anos.
Madrid, 15 de julio de 1974,~P. D.. el Subsecretario de Ha

cienda, José López-Muñiz y González-Madrono.

Ilmo, Sr. Delegado del Gobierno en CAMPSA.

RESOLUC10N de la Dirección General del Tesoro
y Presupuestos por la que se amplia la a¡,ttorización
número 192, concedida al «Banco de Toledo, S. A .• ,
para laapartura de cuentas restringidas de ,.ecau~

dactón de tributos en el establecimiento que se
cita. .

Visto el escrito formu.lado por el «Banco de Toledo, S. A.• ,
solicitando autorización para ampliar el servicio de cuentas res·
tringidas de recaudación de tributos,


